Sentencia 51/2006, de 16 de febrero, en relación con el Real Decreto 928/1998, de 14 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento General sobre procedimientos para la imposición de sanciones por infracciones de orden social y para los expedientes liquidatorios de cuotas de la Seguridad Social. (publicada en el B.O.E. de 16.3.2006).

a)
Antecedentes

-
Promotor del conflicto: Cataluña (nº 4464/1998).
-
Norma impugnada: Real Decreto 928/1998, de 14 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento General sobre procedimientos para la imposición de sanciones por infracciones de orden social y para los expedientes liquidatorios de cuotas de la Seguridad Social.
-
Extensión de la impugnación: Artículo 18.3 del Reglamento.
-
Motivación del conflicto: Considera Cataluña que el art. 18.3 del Reglamento, al atribuir en determinados supuestos las funciones de instructor de los expedientes sancionadores en materia social al Inspector o Subinspector de Trabajo y Seguridad Social que practicó el acta de infracción, excede el ámbito material de la competencia estatal sobre legislación laboral y de Seguridad Social e invade el ámbito interno de la organización de los servicios de la Generalidad de Cataluña.

b)
Comentario-resumen

1.
Comienza el Tribunal por transcribir el art. 18.3 objeto de impugnación, que dispone:

“3. Si se formulasen alegaciones en plazo contra el acta de infracción, el órgano al que corresponda resolverlas podrá recabar informe ampliatorio, que se emitirá en quince días, del Inspector o Subinspector que practicó el acta, que asumirá las funciones de instructor del expediente. El citado informe será preceptivo si en las alegaciones se invocan hechos o circunstancias distintos a los consignados en el acta, insuficiencia del relato fáctico de la misma, o indefensión por cualquier causa. 

Dicho informe valorará expresamente las pruebas aportadas o que se hubiesen practicado, y las alegaciones producidas, y contendrá propuesta definitiva de resolución. Si el expediente derivara de acta visada por Inspector, el informe del Subinspector que la practicó será objeto de conformidad por el Inspector que visó el acta originadora de actuaciones, en los términos que establece el artículo 12.2 y 3 de este Reglamento”. 

En relación con el encuadramiento competencial del objeto en litigio, concluye la sentencia que “los títulos competenciales a considerar son los relativos a las materias laboral y seguridad social contenidos en el art. 149.1.7ª y 149.1.17ª”. El primero de los preceptos ”atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de legislación laboral, sin perjuicio de su ejecución por las Comunidades Autónomas”, poniendo de manifiesto el Tribunal que, “la competencia exclusiva del Estado en materia laboral ha de ser entendida ‘en sentido material, sea cual fuere el rango formal de las normas’ (STC 35/1982, de 14 de junio, F.J. 2), y comprendiendo, por tanto, no sólo las leyes, sino también los reglamentos”.
Por lo que respecta a la competencia que en esta materia tiene atribuidas la Comunidad Autónoma señala que el (EAC) “ha atribuido a Cataluña la función ejecutiva de la legislación laboral”, “‘asumiendo las facultades, competencias y servicios que en este ámbito y a nivel de ejecución ostenta actualmente el Estado respecto a las relaciones laborales, sin perjuicio de la alta inspección de éste’, según dispone el art. 11.2, primer inciso, EAC, competencia que incluye la de la ‘emanación de reglamentos internos de organización de los servicios’ (SSTC 249/1988, de 20 de diciembre, F.J. 2; 95/2002, de 25 de abril, F.J. 9; y 158/2004, de 21 de septiembre, F.J. 5) necesarios para ello y de regulación de la propia competencia funcional de ejecución y, en general ‘el desarrollo del conjunto de actuaciones preciso para la puesta en práctica de la normativa reguladora del conjunto del sistema de relaciones laborales’ (STC 194/1994, de 23 de junio, F.J. 3)”. Señala también el Tribunal que “la atribución de la competencia ejecutiva comprende la de la potestad sancionadora en la materia sobre la que se ejerce (SSTC 87/1985, de 16 de julio, FFJJ 1 y 2; 227/1988, de 29 de noviembre, F.J. 29; y 195/1996, de 28 de noviembre, F.J. 8)”. 

Y en cuanto al ámbito en materia de seguridad social, “el art. 149.1.17ªCE declara que el Estado tienen competencia exclusiva en materia de ‘legislación básica y régimen económico de la Seguridad Social, sin perjuicio de la ejecución de sus servicios por las Comunidades Autónomas’ mientras que el art. 17 EAC atribuye, en su apartado 2.b), a la Generalidad la ‘gestión del régimen económico de la Seguridad Social’ y le encomienda, en su apartado 4, la administración de todos los servicios de la Seguridad Social, sin perjuicio de la alta inspección que corresponde al Estado”. Asimismo, concluye diciendo que “la competencia para la imposición de las sanciones en materia laboral y de Seguridad Social a las cuales se aplica el art. 18.3 objeto del presente conflicto de competencia corresponde, en principio, a la Generalidad de Cataluña, excepto en el caso de aquellas que han quedado reservadas al Estado en materia de régimen económico de la Seguridad Social. En todo caso, si interesa resaltar que el presente conflicto no cuestiona a quién deba atribuirse la competencia para la imposición de las sanciones en cada uno de los ámbitos materiales sancionadores a los que se aplica el reglamento de procedimiento en el que el precepto controvertido se inserta, sino exclusivamente la cuestión más precisa de determinar si, en aquellos casos en que la competencia sancionadora corresponda a la Generalidad de Cataluña, el citado precepto vulnera las competencias de la Generalidad para la regulación de su propia competencia funcional y la organización de los servicios necesarios para ello”. (F.J. 4).

2. Una vez realizado el encuadramiento competencial, el Tribunal centra el conflicto de competencia concretando que “se refiere al contenido del apartado 3 del art. 18, es decir a la intervención, facultativa o preceptiva, del Inspector de Trabajo que practicó el acta de infracción cuando contra la misma se hayan formulado alegaciones por el presuntamente responsable”, alegando al respecto la Comunidad Autónoma de Cataluña que invaden las competencias de ejecución de la Comunidad Autónoma las funciones encomendadas a la Inspección de Trabajo y tal atribución supone reservar a la Inspección del Estado las funciones de instrucción, valoración de las pruebas y las alegaciones y propuestas en estos procedimientos sancionadores. (F.J. 6). 

Manifiesta la sentencia en este punto que, “si bien es cierto que la determinación del alcance de la actuación inspectora en los expedientes sancionadores puede comportar la atribución a los mismos de determinadas funciones en la fase de instrucción del expediente sancionador, ello no faculta para atribuir al inspector actuante la condición de órgano instructor del procedimiento sancionador, impidiendo con ello que la Administración autonómica desarrolle en la forma que estime conveniente la competencia de organización administrativa de sus servicios en el ejercicio de su potestad sancionadora”, concluyendo que “el apartado 3 del art. 18 del Reglamento general sobre procedimientos para la imposición de sanciones por infracciones de orden social y para los expedientes liquidatorios de cuotas de la Seguridad Social, aprobados por Real Decreto 928/1998, de 14 de mayo, vulnera las competencias de la Generalidad de Cataluña al establecer en su párrafo primero que el Inspector o Subinspector que practicó el acta de infracción, cuando se hubiera recabado del mismo informe ampliatorio sobre las alegaciones formuladas por el sujeto o sujetos imputados, asumirá las funciones de instructor del expediente sancionador, toda vez que en aquellos casos en ue la competencia sancionadora corresponda, por razón de la materia, a la Generalidad de Cataluña, corresponderá igualmente a ésta la determinación del órgano encargado de la instrucción del expediente sancionador”.
“E igualmente, el precepto considerado vulnera las competencias de la Generalidad de Cataluña en los mismos casos a los que se acaba de hacer referencia, al establecer, en su párrafo segundo, que el Inspector o Subinspector deberá incluir, en el informe que al efecto elabore, la‘propuesta definitiva de resolución’, pues dicha propuesta definitiva, a la que se refiere la disposición adicional cuarta de la Ley 42/1997, de 14 de noviembre, de ordenación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, sin incluir la expresión ‘de resolución’, sólo puede ser atendida como la que con tal carácter definitivo, ratificando o corrigiendo la propuesta inicial contenida en el acta a la vista de las alegaciones y pruebas practicadas, formula el funcionario actuante al órgano instructor del expediente sancionador, y no como propuesta definitiva ‘de resolución’, que es la que deberá efectuar el órgano instructor del expediente y elevar al órgano competente para resolver”.
Por último, declara la sentencia que el “art. 18.3 vulnera las competencias de la Generalidad de Cataluña al atribuir al Inspector o Subinspector de Trabajo la función de Instructor y al disponer que la propuesta definitiva que esa Inspección formule lo sea ‘de resolución’, en los casos en que la competencia sancionadora corresponda, por razón de la materia, a la Generalidad. Sin embargo, ningún problema competencial plantean ambas determinaciones en aquellos supuestos en que, por razón de la materia, la competencia sancionadora corresponda a la Administración del Estado”. (F.J. 7).

3. Para terminar, en el Fallo de la sentencia el Tribunal decide: “Estimar parcialmente el conflicto positivo de competencia planteado por el Consejo de Gobierno de la Generalidad de Cataluña contra el art. 18.3 del Reglamento general sobre procedimientos para la imposición de sanciones por infracciones de orden social y para los expedientes liquidatorios de cuotas de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto 928/1998, de 14 de mayo y, en su virtud, declarar que el citado artículo 18.3 vulnera las competencias de la Generalidad de Cataluña en los términos señalados en el último párrafo del fundamento jurídico 7”.
c) VALORACIÓN COMPETENCIAL

La sentencia reproduce las conclusiones acogidas por la STC 195/1996 y las aplica en el marco del ejercicio de la potestad sancionadora en el orden social. En el ámbito competencial de la seguridad social –que no de su régimen económico‑ las CCAA ostentas competencias ejecutivas y pueden ejercitar potestades sancionadoras. En definitiva l CA es competente para declarar la existencia de infracciones y sancionarlas, siempre que no tengan relación con el régimen económico de la seguridad social, así como en aquellos supuestos en que la potestad punitiva recaiga sobre actos instrumentales referidos al nacimiento y el mantenimiento de la obligación de contribuir al sistema.

El TC reserva al Estado la potestad sancionadora sobre las infracciones que recaen directamente sobre la actividad económica de la seguridad social.

Por ello declara que no corresponde al Estado concretar quién ha de instruir el expediente sancionador en el caso de conductas que son de competencia ejecutiva de las CCAA.
